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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA


             EXPED. T-2a. 66001-31-03-005-2016-00019-01
____________________________________________________________________________________________

INMEDIATEZ Y SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA/ Improcedencia cuando la acción se interpone injustificadamente luego del término razonable para ese efecto y sin haber interpuesto los recursos disponibles contra la providencia judicial  

“(…) la actuación de la que ahora se queja la accionante, tuvo lugar en un principio el 12 de septiembre de 2014, luego el 7 de julio de 2015 hubo nueva al respecto – se dejaron a disposición los remanentes producto del embargo de su mesada pensional-, sin embargo solo a hoy, pasado un tiempo prolongado, presenta su desacuerdo con ello; y (ii) nada dijo en uno u otro momento procesal, no hizo uso de los mecanismos de impugnación, esto es, del recurso de reposición que a voces del Estatuto Procesal Civil -art. 348-, vigente para la ápoca, procedía contra las mentadas decisiones.”  

“No actuó entonces la actora con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo, sin que se evidencie la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción, ya que ninguna consideración al respecto hizo en el escrito con el que la inició que permitiera deducirla.

Citas: Corte Constitucional, sentencias C-542 de 1992, T-002 de 2009 y T-213 de 2014. 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala de Decisión Civil Familia
Magistrado Ponente: 
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, Risaralda, veinte (20) de abril de dos mil dieciséis (2016)

Acta No. 178 del 20-04-2016
Referencia: Expediente 66001-31-03-005-2016-00019-01
I. Asunto

Decide el Tribunal la impugnación formulada mediante apoderado judicial por LIGIA DEL SOCORRO ACEVEDO MORALES, contra la sentencia proferida el 2 de marzo último por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de la ciudad, dentro de la acción de tutela promovida por la opugnante frente al JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE PEREIRA, a la que fueron vinculados el señor Alfredo Patiño Uribe, el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, el Juzgado Tercero Civil Municipal y el Juzgado Primero Civil Municipal de Ejecución de Manizales.
II. Antecedentes

1. La actora promovió el amparo constitucional, por considerar que la autoridad judicial accionada vulnera su derecho fundamental al debido proceso, dentro del trámite ejecutivo singular objeto de queja.  
2. Pide su protección y en consecuencia: (i) Se decrete la nulidad absoluta de todo lo actuado a partir del embargo de remanentes de los dineros descontados de su pensión; (ii) se ordene al juzgado la devolución de todos los valores representados en títulos judiciales que reposen en ese despacho como producto de  deducciones hechas a su mesada pensional; (iii) se determine por el juzgado qué dineros fueron entregados a Alfredo Patiño Uribe en calidad de remanentes de los embargos por él solicitados; y (iv) se ordene al citado señor Patiño Uribe la devolución del saldo cobrado por ser el producto de descuentos cuya embargabilidad es ilegal. 

Solicita se decrete la medida provisional de suspensión de entrega de títulos judiciales  producto de su nómina de pensionados.

3. Fundamenta sus peticiones en varias situaciones que el despacho se permite citar: 
(i) La señora Ligia del Socorro Acevedo Morales, fue demandada en proceso ejecutivo por Alfredo Patiño Uribe, ante el Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira, radicado al No. 2014-00122.
(ii) Como producto de las medidas cautelares se dispuso el embargo de remanentes o bienes que se llegaren a desembargar a la demandada Acevedo Morales, en procesos tramitados en los juzgados Segundo y Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, que no surtió efectos; pues el primer proceso se encontraba terminado por desistimiento tácito y en el otro ya existía embargo de remanentes en favor del Juzgado Tercero Civil Municipal de Manizales en asunto radicado 2013-00439.

(iii)  El señor Alfredo Patiño insistió en el embargo de remanentes y por auto del 12 de septiembre el Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira, decreta dicha medida frente al Juzgado Tercero Civil Municipal de Manizales. 

(iv) Mediante oficio del 14 de septiembre de 2015 el Juzgado Quinto Civil Municipal informa al Juzgado Segundo de Ejecución Civil Municipal, ambos de esta ciudad, que con destino al proceso promovido por Alfredo Patiño contra Ligia Acevedo Morales, existen 5 títulos judiciales por valor de $2.771.503,oo.

(v) A su turno el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, informa al Juzgado Primero Civil Municipal que se ordenó el levantamiento de la medida cautelar que recae sobre la pensión de jubilación de Ligia del Socorro Acevedo Morales, la que queda vigente para el proceso adelantado en su contra por Alfredo Patiño Uribe, radicado 2014-00122; comunicación en la que además advierte que “LOS DINEROS QUE SE DEJARAN A SU DISPOSICIÓN SON PRODUCTO DEL EMBARGO DE DINEROS QUE POR CONCEPTO DE PENSIÓN LE HAN SIDO DESCONTADOS A LA DEMANDADA”
(vi)  El mismo despacho judicial el 18 de diciembre d 2015, comunica al Consorcio Fopep, el levantamiento de la medida cautelar en contra de la ejecutada. 

(vii) El 9 de febrero de este año, el ejecutante solicita al Juzgado Quinto Civil Municipal la entrega de los dineros que le han sido descontados a la demandada en el proceso radicado 2014-00122. 

(viii) Señala que dichos dineros hacen parte del embargo hecho por las Cooperativas y no procede para efectuar abonos a obligaciones a cargo de la pensionada a otra clase de acreedores como el señor Patiño Uribe, por expresa prohibición normativa. 
4. Se admitió la solicitud de tutela en contra de la autoridad judicial accionada, se vinculó al señor Alfredo Patiño Uribe, al Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, al Juzgado Tercero Civil Municipal y al Juzgado Primero Civil Municipal de Ejecución de Manizales; se accedió a la medida provisional solicitada y se dispuso inspección judicial a los citados expedientes.  
4.1. El titular del Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, reclama la improcedencia de la acción de tutela en este caso.
Informa que ante ese despacho la tutelante fue demandada por la Cooperativa de Crédito y Servicio Bolarqui, que culminó por pago total de la obligación el 21-10-14 y se dejaron los remanentes para el proceso ejecutivo que tramita el Juzgado Tercero Civil Municipal de Manizales, adelantado por Coofamicaldas.
Señala que mediante oficio del 7-07-2015 y en cumplimiento del auto proferido por el Juzgado Primero de Ejecución Civil de Manizales, se decretó la cancelación del embargo de remanentes de Ligia Acevedo Morales, advirtiendo que la medida quedaba vigente para el proceso del ejecutante Alfredo Patiño Uribe del Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira radicado 2014-00122 y deja presente que a la fecha existen dineros pendientes por entregar en valor de $2.846.455.   

4.2. Alfredo Patiño Uribe aduce que la tutelante adquirió una obligación que tuvo que cobrar de manera ejecutiva, con quien luego llegó a un acuerdo verbal, consistente en que los títulos producto del embargo de remanentes -$2.455.455,oo- serían para el demandante, cobrados en octubre de 2015 y otros por valor de $2.455.455, oo serían distribuidos entre ejecutante y ejecutado, así se hizo en diciembre del mismo año; también acordaron que los títulos que en adelante llegaran, estimando hasta marzo de 2016, serían para el ejecutante, fecha en la que se daría la terminación del proceso para que la ejecutada pudiera acceder a un nuevo crédito para cancelarle el restante que a él le adeuda. 
4.3. El Juzgado Quinto Civil Municipal de la ciudad hace un recuento procesal del asunto objeto de queja, el que aclara, recibió por parte del Juzgado Segundo de Ejecución Civil Municipal el 26 de enero de este año, en razón del Acuerdo PSAA15-10442 de diciembre de 2015 del Consejo Superior de la Judicatura. 
Comenta que revisada la base de títulos judiciales constata que al 18 de noviembre de 2015, suman la cantidad de $7’519.232, de los cuales se efectuó la conversión al Juzgado Primero de Ejecución Civil Municipal por $5’226.958,oo y se encuentran pendientes por pago $2’292.274,oo. Aclara que a la fecha no ha efectuado orden de pago alguna de títulos judiciales a nombre del demandante Alfredo Patiño Uribe, no obstante que ha hecho solicitud en tal sentido.
También actualmente se encuentra pendiente por resolver poder otorgado por Ligia del Socorro Acevedo al abogado Luís Alberto Botero, solicitando el pago de títulos judiciales. 

Considera que si la tutelante no estaba de acuerdo con los remanentes debió oponerse en dos oportunidades, esto es, cuando se decretaron y cuando el juzgado de Manizales los dejó a disposición en el mes de julio de 2015; de manera que la acción de tutela no procede para revivir términos, razón por la cual no hay acción y omisión atribuible a ese despacho judicial.   
III. La sentencia atacada

1. El Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira declaró improcedente la acción de tutela, como quiera que no se satisfacen los requisitos de inmediatez y subsidiariedad. 
2. Fallo impugnado por la accionante, insistiendo en las irregularidades y actos indebidos realizados por el juzgado accionado; además de indicar que debe sopesarse el requisito de subsidiariedad, puesto que no gozó de una defensa técnica por desconocimiento absoluto o falta de recursos y en cuanto a la inmediatez, a la fecha aún se le realizan descuentos a su nómina de pensionados. 
IV. Consideraciones de la Sala

1. Esta Corporación es competente para resolver la impugnación, toda vez que es el superior funcional de la autoridad judicial que profirió la sentencia de primera instancia.

2. La acción de tutela es un mecanismo preferente y sumario, al alcance de las personas para la efectiva protección de los derechos fundamentales, cuando éstos son vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas y, en veces, de los particulares; sin que se erija en remedio sustituto o alternativo de las herramientas previstas en el ordenamiento jurídico para la regular composición de los litigios, a los cuales es menester acudir previamente, a menos que proceda la tutela en la modalidad de amparo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y se observe el requisito de inmediatez.

3. Del mismo modo, cuando la lesión actual o potencial del derecho esencial comprometido provenga de actuaciones o providencias judiciales, la jurisprudencia constitucional precisa la procedencia del amparo de manera excepcional, es decir, solo cuando se detecta una desviación arbitraria, caprichosa o absurda del fallador; pues desde su inicio, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que, ‘salvo en aquellos casos en que se haya incurrido en una vía de hecho, la acción de tutela no procede contra providencias judiciales.’
   
Posición unificada y consolidada en el año 2005, con ocasión de una acción pública de constitucionalidad, en la que se dijo: “(…) los casos en que procede la acción de tutela contra decisiones judiciales han sido desarrollados por la doctrina de esta Corporación tanto en fallos de constitucionalidad, como en fallos de tutela […] la Corporación ha entendido que la tutela sólo puede proceder si se cumplen ciertos y rigurosos requisitos de procedibilidad. (…)”.
  “No cualquier providencia judicial puede ser objeto de control por parte del juez de acción de tutela, sólo aquellas que supongan una decisión arbitraria o irrazonable, constitucionalmente. De resto, deberá respetarse la decisión del juez natural, permitiendo, por ejemplo, el legítimo espacio de deliberación y disentimiento judicial.”
.
4. Las causales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales han sido reunidas en dos grupos.  Las denominadas ‘generales’ o ‘requisitos de procedibilidad’, mediante las cuales se establece si la providencia judicial acusada puede ser objeto de estudio por el juez de tutela.  Y las causales denominadas ‘especiales’, ‘específicas’, o ‘causales de procedibilidad propiamente dichas’, mediante las cuales se establece si una providencia judicial, susceptible de control constitucional, violó o no los derechos fundamentales de una persona.

5. Como causales de procedibilidad generales o requisitos de procedibilidad, han sido presentados por la jurisprudencia constitucional en los siguientes términos: (a) Que el tema sujeto a discusión sea de evidente relevancia constitucional. (b) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable, o de un sujeto de especial protección constitucional que no fue bien representado. (c) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. (d) En el evento de hacer referencia a una irregularidad procesal, debe haber claridad en que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (e) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible. (f) Que no se trate de sentencias de tutela.

6. Las especiales, específicas o propiamente dichas, como se indicó, se refieren a los defectos concretos en los cuales puede incurrir una providencia judicial y que pueden conllevar la violación de los derechos fundamentales de una persona.  De acuerdo con lo señalado por la Corte Constitucional, los defectos en los que el funcionario judicial puede incurrir son los siguientes: (i) defecto orgánico; (ii) defecto procedimental; (iii) defecto fáctico; (iv) defecto material y sustantivo; (v) error inducido; (vi) decisión sin motivación; (vii) desconocimiento del precedente; (viii) violación directa de la Constitución.

7. Vistas las consideraciones generales acerca de la jurisprudencia sobre acciones de tutela en contra de decisiones judiciales, pasa la Sala a continuación a analizar el caso específico.  Para tal efecto verificará si la acción constitucional deprecada cumple con las causales generales o requisitos de procedibilidad.

8. La información contenida en las diligencias de inspección judicial efectuada al proceso ejecutivo radicado al número 2014-00122 (fl. 50-51), de entrada da al traste con los presupuestos de inmediatez y subsidiariedad, se explica: 

Las medidas de embargo de remanentes han sido solicitadas desde el mes de mayo de 2014, en adelante se ofició a varios despachos judiciales con el mismo propósito y para el 12 de septiembre del mismo año, ésta surtió efectos en el proceso seguido en el Juzgado Tercero Civil de Manizales con radicado 2013-00439; luego, mediante oficio del 7 de julio de 2015, procedente de la Oficina de Ejecución Civil Municipal de Manizales, se puso a disposición del trámite ejecutivo hoy cuestionado – 2014-00122- los remanentes del proceso tramitado por Coofamicaldas -2013-00439- y el 18 de diciembre del mismo año el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, informó al Juzgado Primero Civil Municipal local el levantamiento de la medida cautelar que allí pesaba sobre la pensión de jubilación de la demandada y dispuso continuara vigente en esta ejecución. 
Del relato efectuado, es claro que (i) la actuación de la que ahora se queja la accionante, tuvo lugar en un principio el 12 de septiembre de 2014, luego el 7 de julio de 2015 hubo nueva al respecto – se dejaron a disposición los remanentes producto del embargo de su mesada pensional-, sin embargo solo a hoy, pasado un tiempo prolongado, presenta su desacuerdo con ello; y (ii)  nada dijo en uno u otro momento procesal, no hizo uso de los mecanismos de impugnación, esto es, del recurso de reposición que a voces del Estatuto Procesal Civil -art. 348-, vigente para la ápoca, procedía contra las mentadas decisiones.  
Además hay que agregar que desde el inicio del trámite procesal la señora Ligia del Socorro Acevedo Morales, conoció de la ejecución que se adelantaba en su contra por el señor Alfredo Patiño Uribe, no le resultó sorpresiva la actuación de la que hoy se duele y que hasta ahora reclama al despacho, pues según se indicó  radicó memorial en el mes de febrero último referente a la entrega de títulos (fl. 41).  
9. No actuó entonces la actora con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo, sin que se evidencie la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción, ya que ninguna consideración al respecto hizo en el escrito con el que la inició que permitiera deducirla.
10. Estas dos razones conducen a la improcedencia de la acción, como se declarará, pues como se expuso, los requisitos de procedibilidad de la acción misma, deben estar satisfechos cabalmente para que la tutela pueda acogerse, en tanto que son estructurales del mecanismo en estudio, de donde su incumplimiento, per se, impide que pueda dispensarse la protección reclamada y en este caso, se hace innecesario examinar la concurrencia de los demás requisitos, por lo tanto, se confirmará el fallo opugnado, pero estima esta judicatura necesario hacer una aclaración metodológica sobre la parte resolutiva en cuanto si el asunto era improcedente por incumplirse los citados presupuestos (Como se argumentó con juicio en la motivación), se imponía declararla improcedente y no negarla.  Así lo ha dicho la jurisprudencia del Alto Tribunal Constitucional
:

…en cuanto la decisión es declarar la improcedencia de la acción impetrada, más no negar la protección pedida. Nótese cómo establecer la procedencia de la acción antecede al análisis de la vulneración o no de un derecho fundamental, estudio que en este caso no se puede acometer, precisamente al determinarse que no procede.

V. Decisión

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:
Primero: CONFIRMAR los numerales 2º y 3º de la sentencia del día 2 de marzo de 2016, del Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira y MODIFICAR el numeral 1° del precitado fallo, para DECLARAR improcedente la acción
Segundo: LEVANTAR la medida provisional de suspensión de entrega de títulos judiciales dispuesta en auto del 18 de febrero de 2016. 

Tercero: Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o. del Decreto 306 de 1992).
Cuarto: Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
Cópiese y notifíquese

Los Magistrados,

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   




� Corte Constitucional, sentencia C-542 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia C-592 de 2005.  Criterio reiterado en muchas ocasiones, como en las recientes sentencias T-079 y T-083 de 2014.


� Corte Constitucional, sentencia T-213 de 2014.


� CORTE CONSTITUCIONAL.  Sentencia T-002 del 15-09-2009
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